
Qué es 

La orden de protección constituye un nuevo instrumento legal diseñado para proteger a la víctima de la violencia 
doméstica frente a todo tipo de agresiones. Para ello, la orden de protección concentra en una única e inmediata 
resolución judicial la adopción de medidas de naturaleza penal y civil, y activa al mismo tiempo los mecanismos 
de protección social establecidos a favor de la víctima por el Estado, las Comunidades Autónomas y las 
Corporaciones Locales. 

De esta manera, la orden de protección se configura como un novedoso sistema de coordinación de los órganos 
judiciales y administrativos que deben conocer de las diferentes facetas de protección. El procedimiento 
establecido para la adopción de una orden de protección es particularmente simple y rápido, dirigido a 
proporcionar protección inmediata a la víctima. 

 

 

 

 

En qué supuestos se dicta una orden de protección 

En los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida de las 
víctimas de delitos violentos, contra su integridad física o moral, su libertad sexual, libertad o seguridad de 
alguna de las personas que pueden ser víctimas de delitos de violencia doméstica, se produzca una situación 
de riesgo para la víctima que requiera la adopción de alguna medida de protección. 

 

 

 

 



Medidas de la orden de protección 

La concesión de la orden de protección otorga a la víctima de violencia doméstica una protección integral que 
incluirá medidas cautelares de orden civil y penal y aquellas otras medidas de asistencia y protección social 
establecidas en los siguientes ámbitos: 

a. Protección física:  

Pretende evitar que el agresor pueda acercarse en el futuro a la víctima y cometer nuevas 

agresiones. Se trata de una serie de medidas penales cuyo objetivo es lograr la seguridad de la 

víctima. 

Si el Juez de Guardia lo considera procedente, en función de la gravedad de los hechos y de la 

necesidad de protección integral de la víctima, podrá adoptar alguna de las medidas cautelares 

legalmente previstas (prisión provisional, prohibición de aproximación, prohibición de residencia, 

prohibición de comunicación, retirada de armas o cualquier otro tipo de medidas). 

Se establecerán asimismo los mecanismos adecuados para el control y seguimiento de la 

aplicación de la orden de protección, especialmente en materia de seguridad de la víctima, donde 

resulta relevante la intervención de las fuerzas y cuerpos de seguridad. 

El incumplimiento de alguna de las medidas podrá dar lugar a la detención del inculpado en 

relación con la comisión de un presunto delito de quebrantamiento de medida cautelar. 

b. Protección jurídica:  

Posibilita que la víctima obtenga inmediatamente seguridad jurídica, a través de una serie de 

medidas civiles. 

En el Juzgado de Guardia se podrán adoptar medidas provisionales de carácter civil. Estas 

medidas deben ser solicitadas por la víctima o su representante legal, o bien por el Ministerio Fiscal 

cuando existan hijos menores o incapaces. 

Las medidas civiles podrán consistir en la atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, la 

determinación y retirada del régimen de custodia, suspensión del régimen de visitas, régimen de 

comunicación y estancia con los hijos, fijación del régimen de prestación de alimentos y cualquier 

disposición que se considere oportuna a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle 

perjuicios. 

Estas medidas son de naturaleza provisional (tendrán una vigencia temporal de treinta días), 

debiendo ser posteriormente ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el Juez civil. Si dentro 

del plazo de duración de estas medidas se iniciase un proceso de familia ante la jurisdicción civil 

(separación, divorcio o nulidad), las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los treinta 

días siguientes a la presentación de la demanda. Las medidas civiles acordadas se remitirán al 

Juzgado de Primera Instancia que conozca o deba conocer del procedimiento civil correspondiente 

para su ratificación, modificación o cesación. 

 

 



c. Protección social:  

La orden de protección acordada por el Juez de Guardia activa los instrumentos de protección y 

asistencia social a la víctima, previstos por las Administraciones Públicas (estatal, autonómica y 

local). 

Cada Comunidad Autónoma establecerá un sistema de coordinación administrativa para la adopción de estas 
medidas de protección a la víctima. A efectos prácticos, el Juez de Instrucción comunicará la orden de 
protección al órgano competente en materia de asistencia social de la Comunidad Autónoma correspondiente, 
ya que la orden emitida por el Juez, confiere a la víctima una protección absoluta que le habilita para acceder a 
las medidas de asistencia social. 

La duración, contenido, alcance y vigencia de las ayudas concedidas se fijarán en función de los criterios establecidos por 
cada Administración dependiendo siempre de las necesidades de la víctima y de las circunstancias de su entorno familiar. 

 

 

 

Por quién puede ser solicitada la orden de protección  

Podrá ser solicitada por la propia víctima o por aquellas personas que tengan con ella alguna de las relaciones 
de parentesco o afectividad o por quienes puedan ser afectados por delitos de  violencia de género , por el 
Fiscal o por el propio Juez. 

Sin perjuicio del deber general de denuncia general, las entidades u organismos asistenciales, públicos o 
privados, que tuvieran conocimiento de algún hecho constitutivo de delito de violencia de género deberán 
ponerlo inmediatamente en conocimiento del Juez de Guardia o del Ministerio Fiscal con el fin de que se pueda 
iniciar el procedimiento para la adopción de la orden de protección. 

 



Ante quién se solicita la orden de protección  

La orden de protección podrá solicitarse directamente ante la Autoridad Judicial o el Ministerio Fiscal, o bien 
ante las Fuerzas de Seguridad (en cualquier Comisaría de Policía o puesto de la Guardia Civil), en las Oficinas 
de Atención a la Víctima, los servicios sociales o instituciones asistenciales dependientes de las 
Administraciones Públicas o en los servicios de orientación jurídica de los Colegios de Abogados. 

 

 

Cómo se solicita la orden de protección 

La orden de protección se solicita a través de un modelo de formulario normalizado y de cumplimentación 
sencilla. Los servicios sociales y las instituciones referidas anteriormente también facilitarán a las víctimas de la 
violencia de género a las que hubieran de prestar asistencia la solicitud de la orden de protección, poniendo a 
su disposición con esta finalidad información y formularios. 

El modelo de solicitud de la orden de protección deberá incluir en su contenido una descripción de los hechos 
constitutivos de la infracción penal en que se fundamente la petición. Una vez presentada la solicitud ante el 
organismo público competente, éste deberá remitirla "de forma inmediata" al Juez competente. 

 

Cuál es el procedimiento de adopción de la orden de protección  

• Recepción de la solicitud de orden de protección. 

Recibida la solicitud de orden de protección, el Juez de Guardia convocará a una audiencia urgente 

a la víctima o su representante legal, al solicitante y al agresor, asistido, en su caso, de Abogado. 

Asimismo será convocado el Ministerio Fiscal.  

• Audiencia de las partes. 

Durante la audiencia, el Juez de Guardia adoptará las medidas oportunas para evitar la 

confrontación entre el agresor y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. A estos 

efectos dispondrá que su declaración en esta audiencia se realice por separado para evitar la 

confrontación entre el agresor y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. Todas 

las actuaciones procesales se concentrarán en dicha audiencia, que será oral. 

Celebrada la audiencia, el Juez de Guardia resolverá mediante auto lo que proceda sobre la 

solicitud de la orden de protección, así como sobre el contenido y vigencia de las medidas que 

incorpore. 

Cuando excepcionalmente no fuese posible celebrar la audiencia durante el servicio de Guardia, el 

Juez ante el que hubiera sido formulada la solicitud la convocará en el plazo más breve posible. En 

cualquier caso la audiencia habrá de celebrarse en un plazo máximo de 72 horas desde la 

presentación de la solicitud.  

• Notificación a las partes. 

La orden de protección será notificada a las partes y comunicada por el Juez inmediatamente, 

mediante testimonio íntegro del auto y se comunicará a las Administraciones Públicas competentes 

para la adopción de medidas de protección, (sean éstas de seguridad o de asistencia social, 

jurídica, sanitaria, psicológica o de cualquier otra índole), para lo cual se establecerá un punto único 

en cada territorio.  


